












JAIME H. RINCON TAPIAS 

Abogado 

 

TEL 312 384 18 16 – 319 243 45 94 

E-mail abogadojaime.rincon@gmail.com 

Señor   
JUEZ CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE BGOTÀ D.C. 
E.       S.       D. 
 

 

REF. PROCESO DE RESTITUCIÓN No.    110014003004-2019-00511-00. 

 DEMANDANTE  : RAMON ENRIQUE CALDERON RODRIGUEZ y CIA 

LTDA 

 DEMANDADO : JULIAN FERNANDO REYES y OTROS 

 ASUNTO : RECURSO DE REPOSICIÓN – APELACION Y EN 

SUBSIDIO QUEJA 

 

JAIME HUMBERTO RINCON TAPIAS, de las condiciones conocidas por su 

Despacho, en mi calidad de apoderado judicial del demandado JULIAN 

FERNANDO REYES VICENTES, por medio de la presente me permito interponer 

recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra del auto de fecha 14 

de junio de 2022 y que de igual forma dejo planteado en el evento de ser negados 

los mismos, se de aplicación a lo normado en el artículo 352 y siguientes del  Código 

General del Proceso, es decir recurso de queja y que sustento de la siguiente forma: 

PRIMERO: Consideramos que se nos esta vulnerado el derecho debido proceso, a 
la defensa y al acceso a la administración de justicia, por cuanto como se ha 
acreditado mi poderdante desconoce como arrendatario al aquí demandante RAMON 
ENRIQUE CALDERON RODRIGUEZ y CIA LTDA, hecho que se prueba 
fehacientemente con la documental adjunta al plenario. Por lo ante4rior el Juzgado 
nos está colocando una carga de la prueba de demostrar el pago de los cánones 
señalados como adeudados en la demanda, como requisito para ser oído en el 
proceso, pese a que en el recurso de reposición interpuesto en contra del auto 
admisorio de la demanda se controvirtió la existencia del contrato de arrendamiento 
ya que los demandantes no tienen la calidad de arrendadores. Tal situación 
desconoció el precedente fijado en la sentencia T-118 de 2012, que plantea la 
posibilidad de excepcionar la exigencia de pago de los cánones que se dicen 
adeudados como presupuesto para ser oído en el juicio, precisamente, cuando se 
cuestiona el contrato que fundamenta la pretensión. Por otro lado, al no se oído se 
nos impide el derecho de defensa en la fase inicial del proceso y, con ello, se vulnera 
el debido proceso y el derecho de acceso a la administración de justicia. “El juez, en 
el ejercicio de su facultad de valoración, deja de apreciar una prueba fundamental 
para la solución del proceso, ignora sin razones suficientes elementos probatorios 
cruciales o, simplemente, efectúa un análisis ostensiblemente deficiente e inexacto 
respecto del contenido fáctico del elemento probatorio” 
 

SEGUNDO: Desde el 2004, la Corte Constitucional ha precisado “una regla que debe 
aplicarse cuando se presentan serias dudas sobre la existencia del contrato de 
arrendamiento como presupuesto fáctico de un proceso de restitución de inmueble. 
Dicha regla1 se concreta en que no puede exigirse al demandado, para ser oído dentro 
del proceso de restitución de inmueble arrendado, la prueba del pago o la 
consignación de los cánones supuestamente adeudados, cuando no existe certeza 
sobre la concurrencia de uno de los presupuestos fácticos de aplicación de la norma, 

 
1 La sentencia fundadora de esta línea es la T-838 de 2004. Posteriormente ha sido desarrollada y concretada en las sentencias 

T-162 de 2005, T-494 de 2005, T-035 de 2006, T-326 de 2006, T-601 de 2006, T-150 de 2007, T-808 de 2009, T-067 de 

2010, T-118 de 2012, T-107 de 2014, T-427 de 2014 y T-340 de 2015. 
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esto es, el contrato de arrendamiento. En ese orden, el momento procesal adecuado 
para realizar esta valoración es una vez presentada la contestación de la demanda, 
pues con ella se adjuntan las pruebas que eventualmente demostrarían la duda 
respecto del perfeccionamiento y la vigencia del contrato.” La anterior posición fue 
claramente precisada en la sentencia T-118 de 2012, “al no permitirle ser oída en 
el proceso de restitución de inmueble arrendado iniciado en su contra, debido a la 
falta de pago de los cánones según afirmación que se hizo en la demanda, pese a 
que tachó de falsos los documentos allegados con la misma como prueba de la 
existencia del contrato de arrendamiento2. Además, controvirtió la calidad de 
arrendadora que afirmaba tener la demandante, al manifestar que desde hacía diez 
años venía poseyendo con ánimo de señora y dueña el inmueble objeto del proceso.” 
La  Corte nos informa que  se debe aplicar de los numerales 2 y 3 del parágrafo 2º 
del artículo 424 del entonces vigente Código de Procedimiento Civil3, en los eventos 
en que hay serias dudas sobre la existencia del contrato de arrendamiento como 
presupuesto fáctico. Las cargas probatorias contenidas en los numerales 2 y 3 del 
parágrafo 2º del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, referentes al pago 
de los cánones de arrendamiento que se señalen como adeudados en la demanda y 
de los que se causen durante el proceso, no son exigibles al demandado en un 
proceso de restitución de inmueble arrendado, cuando se presente incertidumbre 
sobre la existencia del contrato de arrendamiento. “La sentencia T-107 de 2014 
la Sala Novena de Revisión reiteró el anterior precedente. En esa ocasión le 
correspondió determinar si el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Ibagué desconoció 
derechos fundamentales del accionante, al negarse a oírlo dentro del proceso de 
restitución de inmueble arrendado afirmando que este no demostró haber pagado al 
demandante los cánones supuestamente adeudados, a pesar de que probó que el 
inmueble objeto de la restitución había sido secuestrado en otro proceso judicial y 
que su administración la estaba ejerciendo un auxiliar de la justicia (secuestre), con 
quien celebró un nuevo contrato de arrendamiento y a quien le pagaba los cánones 
mensuales, encontrándose al día. Luego de repasar la jurisprudencia que de forma 
pacífica ha decantado este tribunal, decidió conceder la protección constitucional de 
los derechos al debido proceso, a la defensa y contradicción y al acceso a la 
administración de justicia y, en consecuencia, le ordenó a la autoridad judicial dejar 
sin efecto todo lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado, 
a partir del auto que decidió no escuchar al tutelante.”  La misma regla jurisprudencial 
fue reiterada en las sentencias T-427 de 20144 y T-340 de 20155. Con todo, en dichas 

 
2 Se indica en la providencia que con la demanda de restitución de inmueble arrendado se adjuntaron como pruebas: (i) tres 

declaraciones sumarias rendidas ante la Notaría Cuarta del Circulo de Cartagena, y (ii) un acta de conciliación adelantada 

ante el Centro de Conciliación de la Universidad Rafael Núñez en la que la presunta arrendataria aceptó deber varios cánones 

de arrendamiento a la demandante. 
3 El artículo 424 del CPC señalaba: “PARÁGRAFO 2º. Contestación, derecho de retención y consignación. || […] || 2. Si la 

demanda se fundamenta en falta de pago, el demandado no será oído en el proceso sino hasta tanto demuestre que ha 

consignado a órdenes del juzgado el valor total que de acuerdo con la prueba allegada con la demanda, tienen los cánones 

adeudados, o en defecto de lo anterior, cuando presente los recibos de pago expedidos por el arrendador correspondientes a 

los tres últimos períodos, o si fuere el caso los correspondientes de las consignaciones efectuadas de acuerdo con la ley y por 

los mismos períodos, en favor de aquel. || 3. Cualquiera que fuere la causal invocada, el demandado también deberá consignar 

oportunamente a órdenes del juzgado, en la cuenta de depósitos judiciales, los cánones que se causen durante el proceso en 

ambas instancias, y si no lo hiciere dejará de ser oído hasta cuando presente el título de depósito respectivo, el recibo de pago 

hecho directamente al arrendador, o el de la consignación efectuada en proceso ejecutivo” (negrillas fuera de texto). En las 

sentencias C-070 de 1993 y C-056 de 1996, en su orden, este tribunal declaró exequibles los numerales 2 y 3 del parágrafo 

segundo del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, modificados por el artículo 1, numeral 227, del Decreto 2282 

de 1989. 
4 Correspondió a la Sala Sexta de Revisión determinar si los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y al 

acceso a la administración de justicia del accionante fueron vulnerados por el Juzgado Veinticinco Civil Municipal de 

Descongestión de Bogotá, al no haberlo oído en juicio dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado, pese a haber 

controvertido la legitimación en la causa de la demandante. 
5 Correspondió a la Sala Sexta de Revisión determinar si el Juzgado Primero Civil Municipal de Girardot vulneró los 

derechos al debido proceso, a la defensa, al acceso a la administración de justicia y la igualdad procesal del arrendatario 

demandado por mora en el pago de los cánones, al no escucharlo en el proceso hasta que demostrara el pago del valor 

discutido, a pesar de que este cuestionó la existencia del contrato de arrendamiento en la fase inicial del trámite. 
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decisiones no fue concedido el amparo solicitado debido a que las alegaciones 
probatorias de los demandados en los procesos de restitución de inmueble no puso 
en serias dudas la existencia del contrato de arrendamiento como presupuesto 
fáctico. Sin embargo, dada la equivalencia sustancial en los supuestos de hecho y las 
consecuencias jurídicas del contenido normativo descrito con el hoy vigente artículo 
384 del Código General del Proceso, resulta imperativo extender dicha regla a los 
procesos de restitución de inmueble arrendado que se tramitan bajo el CGP. En ese 
orden, siguiendo la misma secuencia argumentativa que plantea el precedente 
jurisprudencial (supra 8), las cargas probatorias contenidas en el numeral 4 del 
artículo 384 del Código General del Proceso no son exigibles al demandado en un 
proceso de restitución de inmueble arrendado, cuando se aportan elementos de 
convicción que generan serias dudas sobre la existencia del contrato de 
ARRENDAMIENTO.  
 
TERCERO: Adicional a lo antes señalado reitero que se adelanta proceso, proceso 

de pertenencia, ENTRE LAS MISMAS PARTES, ante el Juzgado 20 Civil Del Circuito 

de Bogotá, bajo el radicado 2019 – 360, proceso del cual la parte demandada ya se 

notificó y contesto la demanda, tal como se acredito al despacho y sería 

inconducente realizar un pago de canon de arrendamiento cuando ya se estableció 

que la demandante en este asunto no funge como arrendataria.    

Por lo antes expuesto reitero mi solicitud de revocar el auto de fecha 14 de junio de 
2022 y en su defecto se sirva desatar las excepciones previas propuestas en termino.  

 
NOTIFICACIONES 

 
Las notificaciones a que diere lugar con gusto las recibiré en mi correo electrónico. 
abogadojaime.rincon@gmail.com - móvil 312 384 18 16 
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CONSTANCIA DEL TRASLADO conforme a lo dispuesto a los 

acuerdos emitidos por el Consejo Superior de la 

Judicatura y demás entes Gubernamentales. - 

 

 

FIJADO:  24 de junio de 2022 

EMPIEZA: 28 de junio de 2022 a las 8 A.M. 

VENCE:   30 de junio de 2022 a las 5 P.M. 

 

 

  EL SRIO,  

        LUIS JOSE COLLANTE P. 


